
párrafo de la misma consideración VI, que afirma: "a mayor abundamiento y 
como argumento añadido, ocurre que específicamente en determinados 
supuestos la variación de las condiciones fijadas en los sucesivos convenios 
colectivos podría no ser completamente ajena al empresario contratista. Si el 

ámbito del convenio es el de la propia empresa contratista, el empresario no 
será ajeno a la negociación, de manera que el resultado de la misma, de la que 
forma parte su voluntad, perjudicaría a un tercero completamente ajeno como 

es la entidad pública contratante. En este caso, la determinación de las 
condiciones económicas del contrato quedaría dependiendo de la voluntad del 
contratista, lo cual es contrario a lo dispuesto en el artículo 1256 CC, conforme 

al cual la validez y el cumplimiento de los contratos no pueden dejarse al 
arbitrio de uno de los contratantes." 

Todo lo expuesto, que obliga a dar una respuesta negativa en relación 
con la posibilidad de aplicar la revisión de precios o la modificación del 
contrato, es la consecuencia lógica y directa de una premisa en la ejecución de 

los contratos públicos, que se refleja expresamente en el artículo 104 LFCP "La 
ejecución de los contratos públicos se realizará a riesgo y ventura del 
contratista", afirmación que analiza con acierto la recomendación JCCPE ya 

citada, y que remitiéndose a lo expuesto por el Tribunal Supremo, afirma "en lo 
que concierne a /as alteraciones de la economía del contrato, la expresa 
aplicabilidad del principio de riesgo y ventura hace que el contratista, al igual 

que se beneficia de las mayores ventajas que en relación con las previstas le 
depare la dinámica del contrato, ha de soportar la mayor onerosidad que para 
él pueda significar su ejecución" (STS de 20 de julio de 2016). 

SEXTA.- Sin embargo, la conclusión a la que se llega en la 
consideración precedente no obsta para que el órgano de contratación deba 

cumplir con las obligaciones que establecen los artículos 42 y 43 LFCP, en 
atención a los que resulta preceptivo que el importe de licitación y, por ende el 
valor estimado del contrato, contemplen los costes derivados de la aplicación 

de los convenios colectivos sectoriales de aplicación. Tanto uno como otro, son 
la referencia sobre la que las personas licitadoras formulan su oferta, que 
después se verán obligadas a cumplir. Tanto el importe de licitación, que tiene 

la consideración de un límite máximo, como el valor estimado del contrato que 
determina el procedimiento de contratación y el nivel de publicidad exigible al 
mismo, habrán de calcularse a la vista de los costes, unos ciertos y otros 

estimados, que vayan a acaecer durante la vida del contrato, vida que 
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contempla tanto el periodo inicial de ejecución como todas sus posibles 

prórrogas. 

Entre los costes del contrato que hay que tener en cuenta para el cálculo 
del importe de licitación y del valor estimado del contrato, se encuentran de 
forma preeminente los costes laborales, sobre los que la JCCPE afirma en el 
apartado IV de su recomendación de 2018, " .. . Caracteriza a los costes 

derivados de las obligaciones laborales fijadas por el convenio colectivo como 
un elemento esencial a la hora de determinar la economía del contrato de 
servicios en aquellos supuestos en que estemos en presencia de servicios en 

que el peso de dichas obligaciones sea relevante". 

A la vista de todo lo anterior parece razonable que las previsiones del 
órgano de contratación en relación con el coste del contrato a lo largo de toda 
su posible duración, puedan ser tenidas en cuenta también para establecer la 
oferta de las licitadoras si así se considera para la mejor consecución del 

interés público, a través de cualquier mecanismo que respete los límites 
establecidos para la libertad de pactos de las entidades sometidas a la 
aplicación de la LFCP. 

Si de la documentación obrante en el expediente se desprende que es 
previsible, o cierto, un cambio (incremento o disminución) en el coste del 

mismo de forma suficientemente relevante para hacer antieconómica para 
cualquiera de las partes su ejecución durante las prórrogas en las mismas 
condiciones económicas aplicables al primero de sus periodos, debe ser 

posible adoptar medidas que no supongan una revisión de precios, ni una 
modificación del contrato, para afrontar esta circunstancia sin eliminar los 
caracteres propios del contrato entre los que, en lo que ahora nos ocupa, 

destaca el principio de ejecución a riesgo y ventura, garantizando los principios 
de igualdad, transparencia y concurrencia. 

La libertad de pactos, conocida también como autonomía de la voluntad, 
viene expresamente reconocida en el ámbito de la contratación pública, en el 
artículo 131 LFCP, en el que al mismo tiempo se establecen los límites para su 

aplicación: podrán celebrarse los pactos que se consideren convenientes 
siempre que no sean contrarios al interés público, al ordenamiento jurídico o a 
los principios de buena administración. 
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Así las cosas, visto que ni la revisión de precios, ni la modificación del 

contrato encuentran amparo en el ordenamiento jurídico para responder a 
situaciones como la descrita en la consulta que da lugar a este informe, y por lo 
tanto no pueden entenderse incluidas dentro del ámbito de la libertad de 

pactos, merece la pena preguntarse si otros mecanismos, pueden resultar 
útiles para garantizar tanto el respeto de los principios de la contratación 
pública y de buena administración, entre los que también se encuentran el de 

eficacia y eficiencia en el gasto, como el cumplimiento de las exigencias 
normativas en cuanto a la consideración de costes laborales, sin conllevar la 

infracción de los límites legales ni poner en riesgo la correcta ejecución del 

contrato. 

En particular, esta Junta de Contratación considera de interés la 

posibilidad de solicitar ofertas distintas para el periodo inicial de vigencia del 
contrato, y para cada una de sus posibles prórrogas, de forma que estas 
últimas puedan reflejar el incremento de costes laborales ya acordados, e 

incluso con un mayor grado de aleas, aquellos que pueden llegar a producirse 
una vez superada la vigencia temporal del convenio colectivo vigente al 

momento de licitar el contrato, según las estimaciones económicas del propio 

órgano de contratación, que compondrán un límite máximo. 

Por un lado, desde la perspectiva de la delimitación negativa, habrá que 

examinar si la existencia de un precio distinto para cada uno de los periodos de 
ejecución del contrato puede asimilarse a una de las figuras ya analizadas y 
descartadas como medio para reflejar la variación de costes en el precio de 

ejecución del contrato. Por otro lado, desde un punto de vista positivo, es 
necesario comprobar si se cumplen los requisitos que la LFCP establece para 
el precio de los contratos y para el ejercicio de la autonomía de la voluntad. 

Comenzando por el primer punto de vista, al objeto de descartar la 
existencia de fraude de ley, la modificación del contrato afecta a las 

prestaciones que componen su objeto o a cómo ha de ejecutarse, pero no al 
precio, como ya se ha visto anteriormente, por lo que es claro que la solicitud 
de precios distintos para cada periodo de ejecución del contrato no encaja en el 

supuesto, ni de forma legal, ni de forma fraudulenta. En cuanto a la revisión de 
precios, hay que recordar que se caracteriza por la aplicación de determinadas 
fórmulas de acuerdo con los criterios establecidos en el propio pliego, de forma 

que el resultado de tal aplicación no puede cuantificarse desde el principio, 
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pero sí puede cuantificarse en qué medida reducirá el impacto de una posible 
variación de precios en el riesgo y ventura propio de la ejecución del contrato. 
En esta figura existe un elemento de incertidumbre sobre el resultado 
económico final de la ejecución del contrato, que resulta imprevisible. 

De esta manera, parece que una oferta que consista en un precio 
diferente para cada uno de los años en los que puede llevarse a cabo el 

servicio, no coincide con los rasgos propios de la revisión de precios porque la 
incertidumbre respecto del coste final del contrato desaparece, al estar el 
precio cerrado desde el inicio. 

En consecuencia, desde este punto de vista la posibilidad de solicitar 
ofertas diferentes para cada uno de los posibles periodos de ejecución del 

contrato, debe reputarse legal. 

En cuanto al punto de vista positivo sería necesario, como se ha dicho 

más arriba, vigilar el cumplimiento de las exigencias legales en cuanto al precio 
del contrato. De entre todas las previsiones legales a este respecto resulta 
primordial una exigencia, el precio debe ser cierto y adecuado al mercado, para 

lo cual debe tenerse en cuenta el convenio colectivo aplicable (Art. 43 LFCP). 

lncuestionablemente la oferta realizada por la licitadora para las posibles 

prórrogas del contrato, constituye un precio cierto puesto que la cantidad estará 
cerrada desde el momento de presentación de las ofertas. 

En cuanto a la adecuación a mercado, parece que puede realizarse un 
juicio positivo en tanto que precisamente la oferta para las prórrogas se habrá 
podido realizar teniendo en cuenta las circunstancias (como mínimo, la ciertas) 

que tendrán impacto en los costes del servicio. Aún más, este nuevo precio 
puede considerarse más adecuado al mercado que un único precio ofertado 
para el periodo inicial del contrato y todas sus posibles prórrogas por cuanto, o 

bien el precio para el periodo inicial deberá tener en cuenta el incremento de 
costes durante toda la posible vida del contrato, en cuyo caso la entidad 
contratante se verá avocada a pagar un sobrecoste durante el periodo inicial de 

ejecución del contrato, o de no ser así, el precio no podría considerarse 
adecuado a mercado. 
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Por lo tanto, desde todos los puntos de vista, la solicitud de un precio 

diferente para cada uno de los posibles periodos de ejecución del contrato 
debe entenderse adecuada a la legalidad y a la necesidad manifestada por la 
consulta, en relación con la estimación económica de los costes laborales en el 

contrato, encaminada a la correcta ejecución del mismo y, por tanto, a la mejor 
consecución del interés público. 

SEPTIMA- Finalmente, es necesario hacer algunas precisiones en 
cuanto a la correcta aplicación de la solución que contempla la consideración 

anterior, para evitar disfunciones en el resultado de las licitaciones. 

Entre otras posibles precauciones a tener en cuenta a la hora de 

configurar los pliegos que regirán las licitaciones, resulta necesario establecer 
una adecuada ponderación de la puntuación que tendrá el precio de cada una 
de las posibles prórrogas en la valoración de las proposiciones, que deberá ser 

proporcional a la duración de dicha prórroga, de forma que una baja anormal 
en alguno de los periodos (sin que el conjunto de la oferta, pueda ser 
considerado anormalmente bajo) no pueda llevar a resultados fraudulentos, 

máxime si la prórroga del contrato tiene carácter facultativo para las entidades 
contratistas y podría, en consecuencia, no llegar a concretarse. A estos 
efectos, será adecuado prever el límite de la anormalidad en las proposiciones 

económicas, en relación a cada uno de los periodos de prórroga, previendo que 
una proposición económica anormalmente baja respecto de cualquiera de las 
posibles prórrogas, considerada de forma individual, que no pueda ser 

justificada, o que se encuentre en alguno de los supuestos del artículo 98.4 
LFCP, dará lugar a la exclusión del conjunto de la oferta. 

CONCLUSIONES 

En primer lugar, el importe de licitación y, por ende el valor estimado del 
contrato, deben contemplar los costes derivados de la aplicación de los 

convenios colectivos sectoriales de aplicación. 

El precio del contrato debe ser cierto, debe contemplar los términos 

económicos del convenio colectivo sectorial del ámbito más inferior existente 
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de aplicación en el sector en el que se encuadre la actividad a contratar, sin 

que sea posible realizar revisión de precios para contratos de servicios como el 
que motiva la consulta. 

Durante toda la ejecución del contrato la empresa contratista deberá 
cumplir las normas y condiciones fijadas en el convenio colectivo de aplicación 
y, en consecuencia, la oferta económica deberá ser adecuada para que el 

adjudicatario haga frente al coste derivado de la aplicación, como mínimo, del 
convenio sectorial que corresponda. 

Ni la revisión de precios ni la modificación del contrato pueden 
considerarse legales como mecanismo para el cumplimiento de las anteriores 
exigencias. 

De entre otras posibles soluciones que pueda analizar e implementar el 
órgano de contratación, se considera jurídicamente viable la solicitud de una 

oferta diferente para el periodo inicial de ejecución del contrato y cada uno de 
los posibles periodos de prórroga, para lo cual será conveniente aplicar las 
precauciones señaladas en la consideración séptima de este informe. 

Es todo cuanto se informa, que se somete a cualquier otro criterio mejor 

fundado en Derecho. 

Pamplona, 22 de marzo de 2022 

LA PRESIDENTA EL VOCAL LA SECRETARIA 

Marta Echavarren Zozaya Gonzalo Pérez Remondegui Silvia Ba ines Zugasti 
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